
 
 

159 

Rad. 680013110004-2019-00244-00 LIQUIDACION SOCIEDAD 
CONYUGAL 
  
CONSTANCIA: Al Despacho de la señora Juez para lo que estime pertinente. Sírvase 
proveer. Bucaramanga, 3 de diciembre de 2021.  
 
ELVIRA RODRIGUEZ GUALTEROS 
Secretaria 
 

JUZGADO CUARTO DE FAMILIA 
Bucaramanga, tres (3) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 
El demandante FRANCISCO JOSE PINZON ARIAS a través de la apoderada, Dra. 
CECILIA FRANCO RINCON, solicita que en el proceso de la referencia se dé aplicación 
a lo enunciado en decisión SC4027-2021 del 14 de septiembre de 2021, teniendo en 
cuenta que mediante escritura pública 1204 del 12 de septiembre de 2020 de la 
Notaria Primera del Circulo de Floridablanca, FRANCISCO JOSE PINZON ARIAS y 
LISBETH ALEJANDRA VEGA AGUILERA declararon unión marital de hecho desde el 
13 de agosto de 2005, la cual continua vigente, impidiendo que la demandada 
CATALINA MANTILLA ZAFRA tenga derecho a participar de los bienes que se 
encuentran en cabeza del ex cónyuge.       
 
En cuanto al tema bajo estudio, es preciso recordar que en decisión del 22 de julio 
de 2021 proferida por la Magistrada Sustanciadora del Tribunal Superior de 
Bucaramanga Sala Civil-Familia, Dra. MARIA CLARA OCAMPO CORREA, mediante la 
cual se resolvió el recurso de apelación formulado por el demandante FRANCISCO 
JOSE PINZON ARIAS en contra del auto de fecha 7 de febrero de 2020, se dijo:  
 

“En ese orden y de cara a la providencia que decretó el divorcio y la cesación de los efectos 

civiles del matrimonio religioso contraído por Francisco José Pinzón Arias y Catalina Mantilla 
Zafra el 25 de abril de 1987 en la Capilla los Dolores de Bucaramanga, emerge diáfano, tal y 

como lo estableciere el numeral segundo -folio 35 exp. 2018-00440-00-, que la sociedad 
conyugal que hubo entre ambos se declaró disuelta y en estado de liquidación en esa data y 

no antes, por manera que los extremos temporales que la delimitan son abril de 1987 y abril 

de 2019. 
 

Luego, para responder al recurrente, es de cardinal importancia esclarecer un asunto. El 
artículo 165 del Código Civil establece que hay lugar a la separación de cuerpos en los casos 

contemplados en el canon 154 de la misma obra y por mutuo consentimiento de los 

cónyuges; las disposiciones legales que le siguen -artículos 166 a 168- sin hesitación alguna 
prescriben que la separación que produce la disolución de la sociedad conyugal es la que se 

decreta judicialmente por la autoridad competente. En el asunto en cuestión la separación 
de cuerpos mayor a dos (2) años fue la causal del decreto del divorcio, y, en ese orden, 

contrario a lo argüido por el inconforme, fue éste y no aquella la razón por la cual se disolvió 
y entró en estado de liquidación la sociedad conyugal, que como se dijo enantes, estuvo 

vigente entre 1987 y 2019.  

 
De otro lado, no obran en el dossier las probanzas que den cuenta de la unión marital de 

hecho entre Pinzón Arias y Vega Aguilera; que de conformidad con el artículo 2° de la Ley 
975 de 2005, solamente puede probarse: (i) por escritura pública ante notario por mutuo 

consentimiento de los compañeros permanentes; (ii) por acta de conciliación suscrita por los 

compañeros permanentes, en centro legalmente constituido; (iii) por sentencia judicial.  
 

En suma, el proveído recurrido merece confirmación, siendo que, por un lado, la sociedad 
conyugal entre Francisco José Pinzón Arias y Catalina Mantilla Zafra no se liquidó 

por la separación de cuerpos de hecho, sino por el divorcio decretado en el año 
2019, lo que excluye de tajo el argumento dirigido a atacar el tiempo en el que se 
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adquirieron los bienes y; por el otro, a la fecha, no hay prueba alguna de la presunta 

unión marital de hecho del demandante con la señora Lisbeth Alejandra -y la presunción de 

la sociedad patrimonial que de ella se deriva-.  
 

En gracia de discusión, dicha unión marital tampoco excluiría los bienes 
inventariados, en virtud de la improcedencia, en principio, de la coexistencia de 

dos sociedades universales, incorporada en la normativa que reguló la sociedad 

patrimonial entre compañeros permanentes -literal b) del artículo 2º de la Ley 54 
de 1990, modificado por la Ley 979 de 2005-, de la que se desprende que dicha 

sociedad se presume ante la existencia de la unión marital de hecho por un lapso 
no inferior a dos años y aun cuando haya impedimentos para contraer matrimonio 

por parte de uno o ambos compañeros permanentes “ (…)siempre y cuando la 
sociedad o sociedades conyugales anteriores que hayan sido disueltas y 

(liquidadas) por lo menos un año antes de la fecha en que se inició la unión marital 

de hecho”, disolución que, se itera, solamente ocurrió en el 2019”. (Negrilla por parte 
del despacho).  

 
A partir de lo anterior, el Despacho tendrá en cuenta la doctrina probable de la Corte 
Suprema de Justicia Sala de Casación Civil, en punto a la prohibición legal de 
coexistencia de la sociedad conyugal y la sociedad patrimonial entre compañeros 
permanentes, la cual hasta la fecha se mantiene invariable, sin que sea viable 
reinterpretar el artículo 2º de la ley 54 de 1990, modificado por el artículo 1º de la 
ley 979 de 2005, acompasándolo con el artículo 3º de la ley 54 de 1990, con el fin 
de acceder a la petición del demandante FRANCISCO JOSE PINZON ARIAS.      
 
En efecto, al tenor del artículo 4º de la Ley 169 de 1896 “Tres decisiones uniformes 
dadas por la Corte Suprema como Tribunal de Casación sobre un mismo punto de 
derecho, constituyen doctrina probable, y los Jueces podrán aplicarla en casos 
análogos, lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue 
erróneas las decisiones anteriores”, disposición que fue declarada exequible por la 
Corte Constitucional en sentencia C-836 de 2001,  
 

“(…) siempre y cuando se entienda que la Corte Suprema de Justicia, como juez de casación, 

y los demás jueces que conforman la jurisdicción ordinaria, al apartarse de la doctrina 
probable dictada por aquella, están obligados a exponer clara y razonadamente los 

fundamentos jurídicos que justifican su decisión, en los términos de los numerales 14 a 24 
de la presente Sentencia”. 

 
Los mencionados numerales aluden a la fuerza vinculante de los precedentes como 
doctrina probable de la Corte Suprema de Justicia, sustentada en los principios de 
igualdad, seguridad jurídica y buena fe, así como a la posibilidad que tiene la 
Corporación de modificar su jurisprudencia, en caso de que juzgue “erróneas” las 
decisiones tomadas en el pasado, lo que le impone asumir una carga argumentativa, 
que es igualmente exigible a los jueces para apartarse de la doctrina probable 
emanada del órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria. Para mayor ilustración, se 
cita un apartado de la sentencia C-836 de 2001:     
 

“(…) 20.  Con todo, como se dijo antes, la fuerza normativa de la doctrina probable proviene 

(1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, 
unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación 

que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante una continua 
confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto 

de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; 

(4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar 
contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte Suprema para unificar la 

jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de garantizar los derechos 
fundamentales de las personas y esta atribución implica que la Constitución le da un valor 

normativo mayor o un “ plus”  a la doctrina de esa alta Corporación que a la del resto de 
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los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que la carga argumentativa que 

corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la jurisprudencia decantada por la Corte 

Suprema es mayor que la que corresponde a éste órgano para apartarse de sus propias 
decisiones por considerarlas erróneas. (…)   

 
Tratándose de los requisitos para predicar la existencia de una sociedad patrimonial 
entre compañeros permanentes surgida de la unión marital de hecho entre ellos, la 
Corte en múltiples oportunidades se ha pronunciado sobre el alcance del artículo 2º 
de la ley 54 de 1990, a cuyo tenor:  
 

Se presume sociedad patrimonial entre compañeros permanentes y hay lugar a declararla 

judicialmente en cualquiera de los siguientes casos: 
 

a) Cuando exista unión marital de hecho durante un lapso no inferior a dos años, entre un 
hombre y una mujer sin impedimento legal para contraer matrimonio; 

 
b) Cuando exista una unión marital de hecho por un lapso no inferior a dos años e 

impedimento legal para contraer matrimonio por parte de uno o de ambos compañeros 

permanentes, siempre y cuando la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido 
disueltas y liquidadas por lo menos un año antes de la fecha en que se inició la unión marital 

de hecho. 

 
Dicho texto no dejó dudas desde un comienzo de que el objetivo de sus 
condicionamientos era impedir la coexistencia de dos sociedades de gananciales a 
titulo universal y así fue interpretado en CSJ SC 20 sep. 2000, rad. 6117, donde se 
advirtió que,  
 

(…) para que se presuma la existencia de una sociedad patrimonial entre los miembros de la 
pareja, denominados legalmente compañeros permanentes, que habilite declararla 

judicialmente, el artículo segundo exige una duración mínima de dos años, si no tienen 
impedimento para contraer matrimonio; y si alguno o ambos lo tienen, “que la sociedad o 

sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas y liquidadas por lo menos un año 

antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho”. 
 

Dentro de ese contexto brota evidente que el legislador sabedor de que muchas con las 
uniones de hecho que se integran con personas que son o han sido casadas con terceros, 

previó que no concurrieran dos sociedades patrimoniales, la conyugal que se conformó por 
razón del matrimonio anterior y la patrimonial entre compañeros permanentes; igualmente 

previó que si uno de los compañeros permanentes contrae matrimonio con persona distinta, 

se disuelve la sociedad marital patrimonial procedente. En ese orden de ideas, resulta 
perfectamente admisible, lógico y coherente pensar que el legislador no tuvo en mente dar 

cabida, en cambio, a la coexistencia de sociedades patrimoniales nacidas de la unión marital 
de hecho, tesis esta por la que propugna el censor.  

 

Obvio que no es cierto, como dice éste, que si el legislador acepta que haya unión marital de 
hecho y matrimonio vigente al mismo tiempo, en donde se involucre uno de los compañeros 

permanentes o ambos, con mayor razón es dable aceptar la concurrencia de varias uniones 
maritales, pues en realidad para efectos patrimoniales la ley 54 exige justamente la previa 

disolución y liquidación de la sociedad conyugal, y pasado un año de ésta para concedérselos 

a la unión de hecho, y esta se extingue si uno de los compañeros permanentes contrae 
matrimonio.  

 
En ese sentido, no se necesitaba de mandato legal expreso que prohibiera la simultaneidad 

de uniones maritales, ni de los efectos patrimoniales consiguientes, en el caso de que se 
diera esa hipótesis, pues los requisitos esenciales que exigen la configuración de dicho 

fenómeno consagrados en la ley 54 de 1990 repelen su presencia plural.  

 
Esta misma posición jurídica, fue reiterada en CSJ SC 20 abr. 2001, rad. 5883 y en 
SC 10 sep. 2003, rad. 7603, última providencia en la que se expuso,  
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 [s]egún el espíritu que desde todo ángulo de la ley [54 de 1990] se aprecia, así de su texto 

como de su fidedigna historia, en lo que, por lo demás, todos a una consienten, el legislador, 

fiel a su convicción de la inconveniencia que genera la coexistencia de sociedades -ya lo había 
dejado patente al preceptuar que en el caso del numeral 12 del artículo 140 del código civil, 

el segundo matrimonio no genera sociedad conyugal, según se previó en el artículo 25 de la 
ley 1ª de 1976, que reformó el 1820 del código civil- aquí se puso en guardia nuevamente 

para evitar la concurrencia de una llamada conyugal y otra patrimonial; que si en adelante 

admitía, junto a la conyugal, otra excepción a la prohibición de sociedades de ganancias a 
título universal (artículo 2083 del código civil), era bajo la condición de proscribir que una y 

otra lo fuesen al tiempo. La teleología de exigir, amén de la disolución, la liquidación de la 
sociedad conyugal, fue entonces rigurosamente económica o patrimonial: que quien a formar 

la unión marital llegue, no traiga consigo sociedad conyugal alguna; sólo puede llegar allí 
quien la tuvo, pero ya no, para que, de ese modo, el nuevo régimen económico de los 

compañeros permanentes nazca a solas. No de otra manera pudiera entenderse cómo es que 

la ley tolera que aun los casados constituyan uniones maritales, por supuesto que nada más 
les exige sino que sus aspectos patrimoniales vinculados a la sociedad conyugal estén 

resueltos (…). 

 
En ese pronunciamiento, además, se consignó una nueva hermenéutica de la 
estipulación conforme al espíritu de la Constitución Política de 1991, bajo el 
entendido de que resultaba irrelevante la exigencia de liquidar la sociedad conyugal 
para dar paso a la comunidad de bienes entre compañeros si lo que le pone fin es 
la disolución, toda vez que, 
 

(…) la norma, al llegar hasta exigir en tales eventos la liquidación de la sociedad conyugal, 

sin ningún género de duda fue a dar más allá de lo que era preciso para lograr la genuina 
finalidad que se propuso; porque si el designio fue, como viene de comprobarse a espacio, 

extirpar la eventual concurrencia de sociedades, suficiente habría sido reclamar que la 

sociedad conyugal hubiese llegado a su término, para lo cual basta simplemente la disolución. 
Es esta, que no la liquidación, la que le infiere la muerte a la sociedad conyugal. 

(…) 
Que la mera disolución es lo que a la conyugal pone fin, lo dice el hecho de que justo es en 

ese momento cuando queda fijado definitivamente el patrimonio de ella, es decir, sus activos 

y pasivos, y entre unos y otros se sigue una comunidad universal de bienes sociales, 
administrados en adelante en igualdad de condiciones por ambos cónyuges (o, en su caso, 

por el sobreviviente y los herederos del difunto). En dicha comunidad apenas sí tienen los 
cónyuges derechos de cuotas indivisas, y se encuentran en estado de transición hacia los 

derechos concretos y determinados; como en toda indivisión, allí está latente la liquidación. 
Pero jamás traduce esto que, en el interregno, la sociedad subsiste, porque, como su nombre 

lo pone de relieve, la liquidación consiste en simples operaciones numéricas sobre lo que 

constituye gananciales, con el fin de establecer qué es lo que se va distribuir, al cabo de lo 
cual se concreta en especies ciertas los derechos abstractos de los cónyuges. Es, en suma, 

traducir en números lo que hubo la sociedad conyugal, desde el momento mismo en que 
inició (el hecho del matrimonio) y hasta cuando feneció (disolución); ni más ni menos. 

 
La Ley 979 de 2005, expedida con el fin facilitar la acreditación de las uniones 
maritales de hecho y sus efectos patrimoniales, en su artículo 1° introdujo una 
modificación al referido artículo 2° de la Ley 54 de 1990, sin alterar su texto original 
y solo para añadir medios alternos de demostración de existencia de la sociedad 
patrimonial, con la advertencia de que para estos se conservaba la restricción inicial 
de surgimiento de ésta cuando alguno de los compañeros tenía vigente matrimonio 
sin disolver su sociedad conyugal durante la convivencia de facto, según se 
desprende de su contenido:  
 

Se presume sociedad patrimonial entre compañeros permanentes y hay lugar a declararla 

judicialmente en cualquiera de los siguientes casos: 
 

a) Cuando exista unión marital de hecho durante un lapso no inferior a dos años, entre un 

hombre y una mujer sin impedimento legal para contraer matrimonio;  



 
 

163 

 

b) Cuando exista una unión marital de hecho por un lapso no inferior a dos años e 

impedimento legal para contraer matrimonio por parte de uno o de ambos compañeros 
permanentes, siempre y cuando la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido 

disueltas y liquidadas por lo menos un año antes de la fecha en que se inició la unión marital 
de hecho.  

 

Los compañeros permanentes que se encuentren en alguno de los casos anteriores podrán 
declarar la existencia de la sociedad patrimonial acudiendo a los siguientes medios:  

 
1. Por mutuo consentimiento declarado mediante escritura pública ante Notario donde dé fe 

de la existencia de dicha sociedad y acrediten la unión marital de hecho y los demás 
presupuestos que se prevén en los literales a) y b) del presente artículo.  

 

2. Por manifestación expresa mediante acta suscrita en un centro de conciliación legalmente 
reconocido demostrando la existencia de los requisitos previstos en los literales a) y b) de 

este artículo. 

 
Quiere decir lo anterior que las consideraciones en materia de interpretación de los 
presupuestos de viabilidad de la sociedad patrimonial entre compañeros, 
consignadas en los fallos antes aludidos y acogidos en muchos otros sobre la 
materia, conservaron pleno valor con posterioridad a 2005 y se han mantenido 
inalterados desde esa época a hoy, como quedó expuesto en CSJ 22 mar. 2011, rad. 
2007-00091, al concluir que «existiendo impedimento legal para contraer 
matrimonio, la nueva relación patrimonial surge a partir de la disolución de la 
sociedad conyugal anterior» y en CSJ SC 28 nov. 2012, rad. 2006-00173, al recordar 
que 
 

(…) la jurisprudencia ha precisado que para la conformación de la “unión marital de hecho”, 

no constituye obstáculo el que ambos compañeros o alguno de ellos tenga “sociedad 
conyugal”, pues esta circunstancia según quedó visto, en principio obstaculiza es el 

surgimiento de la “sociedad patrimonial”, cuando no se encuentra disuelta, en esencia para 
evitar la confusión de universalidades patrimoniales, por lo que acorde con esa orientación, 

se reclama únicamente la ocurrencia de ésta, mas no su “liquidación”. 

 
En iguales términos CSJ SC7019-2014 donde se recalca que «la finalidad de la 
normatividad que «define (…) las uniones maritales de hecho y régimen patrimonial 
entre compañeros permanentes», no fue crear «sociedades patrimoniales» paralelas 
a las «sociedades conyugales» derivadas del «matrimonio» de uno de los 
compañeros, sino impedir que se superpongan varias comunidades de bienes a título 
universal».  
 
La Corte Constitucional en sentencia C-700/13 declaró «inexequible la expresión "y 
liquidadas" contenida en el literal b) del artículo 2° de la Ley 54 de 1990 modificado 
por el artículo 1° de la Ley 979 de 2005» y en sentencia C-193/2016 llegó a la misma 
conclusión sobre el aparte «“por lo menos un año” consagrada en el mismo literal», 
acogiendo en ambos el criterio que venía sosteniendo la Corte desde la sentencia 
SC 10 sep. 2003, rad. 7603, respecto de la suficiencia de la disolución para poner 
fin a la sociedad conyugal, pero sin desdibujar lo relacionado con la imposibilidad de 
que coexistan dos comunidades universales de bienes.  
 

(…) referido al propósito de la norma de evitar la existencia simultánea de sociedades, la 
Corte Constitucional acoge la interpretación de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 

de Justicia, según la cual la intención de la ley 54 de 1990, en análisis de su texto y 
tratamiento jurídico histórico, es que la consagración de efectos patrimoniales a la unión 

marital de hecho encuentra inconveniente la coexistencia de sociedades patrimoniales y 
conyugales. 
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[r]evisando los antecedentes legislativos de esta Ley y de su modificación, a través de la 

presunción de sociedad patrimonial y los requisitos que operan como hechos básicos para 
eximir de la carga de probar el hecho presumido, es decir, la sociedad patrimonial, la Sala 

observa que su finalidad es evitar la coexistencia de sociedades universales con gananciales 
comunes -sociedades conyugal y patrimonial- y la confusión entre estos patrimonios en 

procura de impedir defraudaciones, además de otorgar certeza temporal frente al 

patrimonial.  
 

(…) la disolución de la sociedad conyugal anterior para que sea posible declarar la existencia 
de la unión marital de hecho desde el día siguiente, y una vez transcurridos como mínimo 

dos años de ésta opere la presunción de sociedad patrimonial, tiene como finalidad legítima 
evitar la coexistencia de sociedades universales de gananciales en las cuales se pueda 

confundir el patrimonio social. 

 
Frente al precepto demandado, la Corte no advierte que la igualdad de derechos y deberes 

que le asisten a la pareja se desconozca, habida cuenta que el argumento que expone el 
demandante parte del supuesto de la mala fe del compañero permanente con sociedad 

conyugal disuelta, al indicar que por incuria o dolo premeditado no va a disolver dicha 

sociedad para bloquear la presunción de la sociedad patrimonial. De acuerdo con el artículo 
83 Superior, se presume la buena fe en todas las actuaciones y gestiones que adelanten los 

particulares, motivo por el cual la Corte no puede inferir la actuación incorrecta e 
irresponsable de un compañero en detrimento de la sociedad patrimonial, como parece 

asegurarlo el demandante. 
 

Es más, cuando por diferentes razones la sociedad conyugal no fue disuelta y se incumple el 

hecho básico de la presunción de sociedad patrimonial denominado disolución de la sociedad 
conyugal, ni los compañeros permanentes ni el haber social constituido por los bienes 

producto del trabajo, ayuda y socorro mutuos, quedan desamparado por el Estado porque 
para esos casos el legislador diseñó otro proceso judicial como lo es la sociedad de hecho -

antes entre concubinos- para que el patrimonio común sea distribuido en partes iguales entre 

los socios. Esto es, como ya se explicó, un efecto económico y patrimonial que el Estado 
protege por otro medio judicial, ya que su deber es amparar el patrimonio 

independientemente de la figura jurídica que utilice para ello, bien sociedad patrimonial o 
bien sociedad de hecho. 

 
Tampoco se desconoce la protección integral a la familia natural, habida consideración que 

por incumplir el requisito de la disolución si bien no se presume la sociedad patrimonial, lo 

cierto es que la unión marital de hecho como lazo familiar natural sí es declarada y como tal 
garantizada en sus efectos personales. Por ejemplo, así lo reconoció la Corte Suprema de 

Justicia en la sentencia del 28 de noviembre de 2012 que se referenció. 

 
Para cerrar la reseña jurisprudencial, se memora que en un caso similar procedente 
del mismo Tribunal, en CSJ SC14428-2016, tras efectuar un importante recuento de 
su línea jurisprudencial sobre esta materia1, la Corte precisó: 
 

La sociedad patrimonial entre compañeros permanentes solo surge, entonces, si la sociedad 

conyugal que uno de ellos o los dos tenían, ya se disolvió, sin importar que aún no se haya 
liquidado. Al disolverse, quedan definidos los activos y los pasivos del vínculo conyugal, 

delimitados los aportes que hicieron los conyugues, y claros los parámetros a partir de los cuales 
debe realizarse la liquidación subsecuente.  

 
Como es natural, mientras la sociedad conyugal subsista, a su haber ingresan los bienes que la 

ley dispone, con sus respectivos condicionamientos. Por ello, formarán parte de aquella, según 

lo establece el artículo 1781 del Código Civil:  
 

(…) los salarios y emolumentos de todo género de empleos y oficios devengados durante el 
matrimonio», «los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquiera naturaleza que 

provengan, sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de cada uno de los cónyuges 

                                                           
1 CSJ SC, 10 Sep. 2003, Rad. 7603, CSJ SC, 4 Sep. 2006, Rad. 1998-00696-01, CSJ SC, 7 Mar. 2011, 

Rad.  2003-00412-01, CSJ SC, 22 Mar. 2011, Rad. 2007-00091-01 
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y que se devenguen durante el matrimonio», el «dinero que cualquiera de los cónyuges 

aportare al matrimonio, o durante él adquiriere, obligándose la sociedad a la restitución de 

igual suma», las «cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges 
aportare al matrimonio, o durante él adquiere (sic); quedando obligada la Sociedad a restituir 

su valor según el que tuvieron al tiempo del aporte o de la adquisición», «todos los bienes 
que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio a título oneroso», «los bienes 

raíces que la mujer aporta al matrimonio, apreciados para que la sociedad le restituya su 

valor en dinero». 
 

Y la sociedad conyugal subsiste, evidentemente, hasta que se disuelve, lo que ocurre 
únicamente por los motivos señalados en el artículo 1820 ejusdem, y la existencia de unión 

marital en la que esté involucrado alguno de los consortes, no es uno de ellos. 
 

(…). 

 
Entonces, si al haber de la sociedad conyugal, antes de disolverse, ingresan por disposición legal 

los bienes y ganancias señalados en el artículo 1781 de la codificación civil, y este vínculo persiste 
hasta tanto no concurra alguna de las causales del artículo 1820 del mismo estatuto, no podría 

afirmarse, salvo que se quisiera ir en contra de toda lógica, que los activos de aquella pueden 

simultáneamente ingresar y hacer parte de otra universalidad, pues lo que existe en un lugar y 
período determinados no puede estar, al mismo tiempo, en otra parte.  

 
(…) desconoció la imposibilidad legal de la existencia coetánea de dos universalidades de 

bienes, y, más específicamente, de que surja una sociedad patrimonial entre compañeros 
permanentes cuando la sociedad conyugal anterior de uno de los integrantes de la unión aún 

no se encuentra disuelta, tal y como se desprende del literal b) del artículo 2º de la Ley 54 

de 1990, modificada por la Ley 979 de 2005.    
 

La conclusión del ad quem, por ende, transgredió directamente las disposiciones sustanciales 
de esa ley invocadas en el cargo, al darle una errónea interpretación, y deducir lo que estas 

no consagran, al punto que le dio un alcance completamente distinto, y se permitió realizar 

una declaración que tales preceptos proscriben, razones que imponen la prosperidad de la 
censura. 

 
La CSJ en sentencia SC8525-2016, puntualizó: 
 

De consiguiente, en muchas hipótesis, puede existir al margen del matrimonio o de la vigente 
unión marital de hecho prevista en la Ley 54 de 1990, y de las correspondientes sociedad 

conyugal o patrimonial, una sociedad de hecho comercial o civil2, pudiendo coexistir ésta 

última con la sociedad conyugal, o con la sociedad patrimonial, pero cada cual con su propia 
naturaleza, identidad y autonomía jurídica. Todo ello, de la misma manera cómo puede existir 

la sociedad conyugal, y adlátere, en forma simultánea, una sociedad mercantil regular 
integrada por los cónyuges o por uno de estos con terceros.  

 

Lo dicho no se refiere a la terminante singularidad que existe en forma excluyente entre el 
matrimonio y la sociedad conyugal, en relación con la unión marital y su sociedad patrimonial. 

La existencia de una sociedad conyugal o de una unión marital, no constituye escollo para 
que fulgure una sociedad de hecho entre concubinos o en el marco de la familia natural, “(…) 

pues no se trata de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes regulada en la 
Ley 54 de 1990, y nada se opone a su formación, pues a partir de ésta, ‘puede afirmarse que 

hoy coexisten, como sociedades de hecho, la civil, la comercial y la proveniente de la ‘unión 

marital de hecho’, cada una con presupuestos legales, autónoma tanto en el plano sustantivo 
como procesal” (cas. civ. auto de 16 de julio de 1992)3.  

                                                           
2 La naturaleza civil o comercial de la sociedad de hecho concubinaria es intrascendente a la hora de 

decidir un litigio, como el ahora planteado, por tratarse de una sociedad de hecho donde no importa 

el carácter de las actividades que originan el aporte, ni la determinación de la etiología de los actos 
que generan el provecho económico para establecer si son de índole comercial o civil por la identidad 

de los elementos axiológicos que integran una y otra, tal como paladinamente lo explican las 
sentencias de casación de esta Sala del 14 de mayo de 1992 y, del 22 de mayo del 2003 en el 

expediente 7826    
3 CSJ., Civil, Sent. de 24 de febrero de 2011, expediente C-25899-3103-002-2002-00084-01 
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Como lo reitera la doctrina de esta Corte: “(…) la preexistencia de una sociedad conyugal, 

no impide la formación de la sociedad de hecho entre ‘concubinos’, ni su vigencia excluye la 
posibilidad de otras sociedades entre consortes o entre éstos y terceros, las cuales, por 

supuesto, son diferentes, por cuanto aquélla surge ex legge por la celebración del matrimonio 
y es universal.  

 

“En cambio, las otras sociedades surgen de actos dispositivos, negociales o contractuales, 
aún de ‘hecho’, presuponen íntegros los elementos esenciales del tipo contractual y son de 

carácter singular, particular y concreto (cas.civ. sentencia de 18 de octubre de 1973, CXLVII, 
92).  

 
“En cualquier caso, tiene dicho la Corte, ‘nada impide que una sociedad de hecho, como la 

formada entre concubinos, pueda concurrir con otras, civiles o comerciales legalmente 

constituidas, toda vez que lo que el legislador enfáticamente reprime es la concurrencia de 
sociedades universales’ (cas. civ. sentencia de 29 de septiembre de 2006, exp. 

1100131030111999- 01683-01, reiterando las de 27 de junio de 2005, exp. 7188 y 26 de 
marzo de 1958)”4. 

 

Ese pensamiento, ya había sido desarrollado en una importante providencia del 2006, fijando 
inclusive las pautas para la distribución de los bienes de esa sociedad de hecho, siguiendo el 

criterio de causalidad entre la asociación de hecho y los bienes obtenidos en su desarrollo5. 

 
Con fundamento en lo anterior, no es dable para este despacho separarse de la 
doctrina probable fijada en la jurisprudencia de la Corte, la preexistencia de una 
sociedad conyugal de uno o ambos compañeros permanentes, no es otro que el 
desvanecimiento de la presunción de la existencia de la sociedad patrimonial 
conformada entre FRANCISCO JOSE PINZON ARIAS y LISBETH ALEJANDRA VEGA 
AGUILERA.      
 
Aunado a la anterior, basta poner de relieve que la sentencia SC4027-2021 del 14 
de septiembre de 2021, Radicado 11001-31-03-037-2008-00141-01, no es doctrina 
probable que obligue a esta funcionaria a acogerse a dicha decisión.   
 
En firme esta providencia, secretaria proceda a enviar copia digital del expediente al 
auxiliar de la justicia designado en el cargo de partidor, Dr. PEDRO ACOSTA 
TARAZONA, para que proceda a realizar en el término de diez (10) días la labor 
encomendada.  
   
En atención a la petición de la Dra. CECILIA FRANCO RINCON, se ordena por 
secretaria del Despacho compartir acceso para consulta del expediente, para lo cual 
remitirá al correo electrónico de la togada el vínculo de One Drive correspondiente.   
 
NOTIFÍQUESE.  

 
Proyectó: Erika A.  

                                                           
4 CSJ., Civil, Sent. de 24 de febrero de 2011, expediente C-25899-3103-002-2002-00084-01. 

5 CSJ. Civil: Cas. Sent. de 29 de septiembre 2006, expediente 11001 31 03 011 1999 01683 01. 

NOTIFICACION POR ESTADO ELECTRONICO 
 

La anterior providencia se notifica a las partes 
por anotación en ESTADO ELECTRONICO N° 
151 FIJADO HOY a las 8:00AM. Bucaramanga, 
6 DE DICIEMBRE DE 2021. 

 
ELVIRA RODRIGUEZ GUALTEROS 
Secretaria Juzgado 4º. De Familia 

 
 


